Expediente D-270/02-03  D 20/06-07
PROYECTO DE LEY


El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de: 

L E Y

ARTICULO 1º: Modificase los artículos 1, 2, 3, 11, 13, 14, 26, 27 y 29 de la ley 11868 -Consejo de la Magistratura-, los que quedarán redactados de la siguiente forma: 



“Artículo 1º. Conformación. El Consejo de la Magistratura tendrá su sede en la ciudad de La Plata y estará conformado por dieciséis (16) miembros.

 

Los miembros del Consejo permanecerán en sus cargos durante cuatro (4) años, con renovación parcial cada bienio. No podrán ser reelegidos en el período siguiente a su elección"



"Artículo 2º. Condiciones de los miembros. La designación como consejero permanente o con funciones consultivas, deberá recaer en personas que reúnan los requisitos de los artículos 177 y 181 de la Constitución Provincial. 



 
 
En el caso de consejeros consultivos no abogados, no regirán las previsiones del artículo mencionado vinculadas al ejercicio de esa profesión"

 

"Artículo 3º.  Composición. Presidencia. El Consejo estará compuesto por un (1) miembro de la Suprema Corte de Justicia, quien ejercerá la presidencia del cuerpo; un (1) Juez de Cámara; un (1) Juez de Primera o Unica Instancia; y un (1) miembro del Ministerio Público; seis (6) representantes del Poder Legislativo; dos (2) representantes del Poder Ejecutivo; y cuatro (4) representantes del Colegio de Abogados de la Provincia. 

 
 
Cualquiera sea su procedencia, los Consejeros no podrán ser designados como magistrados o miembros del Ministerio Público, mientras se desempeñen como tales y hasta dos (2) años después que concluya el período para el cual fueran electos."

 

"Artículo 11º. Forma de elección. Los jueces de cada Departamento Judicial, por mayoría simple y mediante voto directo, secreto y obligatorio, elegirán tres (3) representantes, que serán un (1) Juez de Cámara; un (1) Juez de Primera o Unica Instancia y un (1) miembro del Ministerio Público local. Ellos se reunirán con los representantes de los demás Departamentos en colegio electoral en el lugar y fecha que determine la Suprema Corte de Justicia. En tal ocasión, procederán a elegir de entre sus miembros y por el voto de las dos terceras partes de ellos, a un (1) Juez de Cámara, a uno (1) de Primera o Unica Instancia y a un (1) miembro del Ministerio Público, con sus respectivos suplentes.

 

A fin de integrar la representación de los jueces en el Consejo, a los nombrados se sumará el miembro que elija la Suprema Corte de Justicia de entre sus integrantes y por mayoría simple de votos de los presentes."

 

"Artículo 13º. Representantes del Poder Legislativo. Las Cámaras de Diputados y Senadores, en sesiones convocadas al efecto y en la forma que determinen sus reglamentos, designarán a los consejeros titulares y suplentes que los representarán, quienes no podrán ser legisladores. En la integración se dará participación a la minoría." 

 

"Artículo 14º. Representantes del Poder Ejecutivo. El Poder Ejecutivo estará representado por los consejeros titulares y suplentes que designe el Gobernador de la Provincia, quienes no podrán ser funcionarios o empleados de la administración pública provincial."

 

"Artículo 26º. Normas aplicables. El examen se hará sobre la base de la reglamentación que apruebe el Consejo y lo establecido por esta ley, será público y podrán participar en él los postulantes admitidos.  

 

El examen deberá contener necesariamente criterios objetivos de evaluación, y versará no solo sobre temas estrictamente vinculados a la función que se persiga cubrir, sino que además abarcará las circunstancias integrales referidas en el tercer párrafo del artículo 175 de la Constitución Provincial."

 

"Artículo 27. Salas examinadoras. A los efectos de la evaluación prevista en el artículo anterior, el Consejo podrá integrar salas examinadoras formadas por cuatro (4) de sus miembros permanentes, uno por cada estamento, en la forma que establezca la reglamentación. 

 

Para los Consejeros será obligación excusarse cuando deban evaluar a un postulante para cubrir una vacante en el Departamento Judicial donde ejerzan su función o profesión.



Se designará por sorteo la sala que deba conocer en relación a la vacante de que se trate." 

 

"Artículo 29º. Remisión de la terna. Cumplido el procedimiento a que se refieren los artículos anteriores, el Consejo elevará, en el plazo de cinco (5) días, al Poder Ejecutivo, la terna vinculante de postulantes, por orden alfabético, con los antecedentes respectivos.

 

De la propuesta del Consejo no se admitirá recurso alguno.



Dentro de los treinta (30) días de recibida la terna, el Poder Ejecutivo deberá elevar la propuesta de designación para su acuerdo al Senado, remitiendo los antecedentes del caso y los que hubiere utilizado para fundar su decisión." 
ARTICULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

F U N D A M E N T O S


La reforma constitucional de 1994 modificó sustancialmente el mecanismo de selección de magistrados y funcionarios judiciales en nuestra provincia, circunscribiendo la arbitrariedad absoluta que hasta entonces tenía el Poder Ejecutivo al momento de elevar sus propuestas de acuerdo al Senado a una participación acotada por la labor del Consejo de la Magistratura.  


El nuevo artículo 175 de la Constitución Provincial materializó el cambio tendiente a hacer efectiva la independencia del Poder Judicial, creando un mecanismo de selección que asegura la posibilidad de ingreso a la judicatura de los mejores, el acceso a las plazas judiciales por derecho propio del aspirante y no como presente u obsequio del poder de turno.

 
En oportunidad de reglamentar el instituto, esta Legislatura trabajo arduamente en la búsqueda de mecanismos que permitieran cumplir acabadamente los fines de su asunción constitucional, como asimismo perfeccionar el mecanismo de selección de magistrados y funcionarios del Ministerio Público, compatibilizando las distintas iniciativas existentes y la proveniente del Poder Ejecutivo. Fruto de esa tarea nació la ley 11868, en octubre de 1996. 
Se trataba de decidir como reglamentar el funcionamiento de un organismo sin antecedentes en la historia de nuestra provincia, que a criterio de muchos poco tenía que ver con nuestra tradición constitucional, pero sobre el cual nadie dudaba traería aparejados cambios sustanciales en pos de perfeccionar el mecanismo entonces vigente. 


 
Transcurridos más de cinco años de la sanción de esa norma, aprovechando las experiencias recogidas de la labor del Consejo de la Magistratura, enriquecedoras y fructíferas teniendo a la vista los antecedentes referenciados, estimamos que es tiempo de someter a consideración del cuerpo algunas modificaciones a la ley, que perfeccionaran su funcionamiento, potenciando el rol que la Constitución le asigna. 


Una de las cuestiones que a nuestro parecer sigue siendo el eje medular del nuevo método de selección de funcionarios judiciales, tiene que ver con la integración del Consejo. 


Decía el Dr. Sagües que “La integración del Consejo de la Magistratura es el secreto de su éxito o fracaso, la clave de su autonomía o de su dependencia” (“Variables y problemática del Consejo de la Magistratura en el reciente constitucionalismo latinoamericano”, El Derecho, lunes 20 de febrero de 1995, por Néstor Pedro Sagües). 


 
Adunando su visión, el mismo autor sostiene que este tema es el secreto del éxito o fracaso del órgano, la clave de su autonomía o de su dependencia, saber cuales son las cuotas reales de poder que cada sector de la clase política tiene en él importa también conocer quien manda en su seno.

 
Coincidimos plenamente con esa opinión, y por ello hemos decidido propiciar una serie de reformas a la actual composición, tanto en lo que refiere al número de integrantes, cuanto a quienes deben integrarlo. 

PARTICIPACION DEL PODER EJECUTIVO


A nuestro criterio debe ser numéricamente inferior en relación a los demás estamentos, por cuanto este poder sigue manteniendo un rol preponderante en la designación de los magistrados judiciales y funcionarios del Ministerio Público, ya que, si bien acotado a la terna que le elevara el Consejo, el Gobernador sigue gozando de discrecionalidad política al momento de la elección del candidato que propondrá al acuerdo del Senado. 
 
En la actualidad el Poder Ejecutivo tiene cuatro representantes sobre un total de dieciocho miembros, mientras que los catorce restantes son elegidos por los abogados de la matrícula, el Poder Judicial y el Poder Legislativo, a los que se suma el Presidente de la Suprema Corte de Justicia. 


 
No existen antecedentes, ni nacionales, ni internacionales, de una participación tan intensa del Poder Ejecutivo en este tipo de órganos. 

 
Por citar algunos ejemplos, el Consejo Nacional de la Magistratura peruano esta integrado por un representante de la Corte Suprema, otro de la Junta de Fiscales Superiores, tres de los Colegios de Abogados y un rector de las Universidades privadas, no tiene participación del Poder Ejecutivo, pese a que el órgano designa y remueve jueces, esto es tiene mayores atribuciones y funciones que nuestro Consejo de la Magistratura. De la misma forma el Consejo de la Judicatura boliviano tiene cinco miembros, uno representando al Poder Judicial y los cuatro restantes elegidos con mayoría calificada por el Congreso.


En nuestro país, la cuestión tampoco suscita dudas: la participación del Poder Ejecutivo es inexistente o poco relevante.

 
Así en Chubut, según la reforma constitucional de octubre de 1994, se propone un Consejo de la Magistratura integrado por el Presidente del Superior Tribunal de Justicia, tres jueces con rango no inferior a camaristas, cuatro abogados de la matrícula, un empleado del Poder Judicial y cinco ciudadanos. concordar


Coincidentemente, en Santiago del Estero, el Consejo tiene seis miembros, ninguno de los cuales pertenece al Poder Ejecutivo. Situación que se repite en Río Negro, donde son ocho los integrantes - el Presidente del Superior Tribunal de Justicia, otro magistrado, tres legisladores y tres representantes de los abogados-.

 
En Chaco lo integran dos jueces, dos miembros de la legislatura, dos abogados y el ministro del área de justicia o funcionario con rango similar que "fundadamente" designe el Gobernador. 


 
Mientras que otras provincias prevén una participación del Poder Ejecutivo en menor número que el resto de los componentes, como Tierra del Fuego, donde se integra con un miembro del Superior Tribunal de Justicia, un ministro del Poder Ejecutivo, el Fiscal de Estado, dos legisladores y dos abogados, o en San Juan, donde lo hacen dos abogados, un legislador, un miembro del superior tribunal de justicia, y un ministro del Poder Ejecutivo.

 
En el mismo sentido, la ley nacional 24937, modificada por la ley 24939 -to por decreto 816/99- establece que la participación del Poder Ejecutivo en un Consejo de la Magistratura integrado por veinte miembros se limita a un solo representante, pese a la mayor amplitud de atribuciones que le son conferidas.


Tampoco, en integración igual en números de los distintos estamentos, lo encontramos en Italia, España o Francia.


Los antecedentes locales consultados permiten asegurar que la voluntad de muchos legisladores iba en el camino ahora señalado. En cuanto a proyectos legislativos se refiere, mencionamos que los proyectos de los Senadores Pelly y Balestrini, pertenecientes a distintos partidos políticos, proponían una integración que limitaba la participación del Poder Ejecutivo. El primero -artículos 4 y 7- proponía un total de veinticuatro miembros, donde solo tres pertenecían al Poder Ejecutivo; y el segundo proponía un total de diecisiete -artículos 2 y 4- donde también tres eran representantes de ese poder. 

 
Las citas son referenciales, aunque no por ello de menor valor. Indican claramente una dirección, una tendencia que realza el sentido de la institución acotando debidamente su estructura.

 
Nuestra intención es reformular la legislación vigente en el sentido de lograr su mayor apego al texto constitucional, considerando la realidad político institucional de nuestra provincia, y no olvidando la primigenia idea de que estamos hablando de una institución reciente, sobre la cual podemos mejorar su funcionamiento. 

 
En ese sentido es importante señalar que el equilibrio del cual habla el artículo 175 de la Constitución Provincial no puede asemajarse a igualdad numérica. Tal interpretación no esta en su letra, ni en su espíritu.

 
Esto deviene indubitable apenas se aprecia que esa norma nos dice que deben integrar el Consejo por lo menos quince miembros, resultando de una simple operación aritmética que quince no es un número divisible por cuatro, que son el total de estamentos que la carta magna dice deben estar representados. 

 
Nuestra propuesta es que el número de miembros en representación del Poder Ejecutivo debe ser menor al resto, y es por ello que reducimos a dos la cantidad de representantes de ese poder, sin alterar el resto de la composición, totalizando en definitiva dieciséis miembros, en perfecta armonía con el artículo 175 de la Constitución Provincial. 

COMPOSICION DEL CONSEJO

 
Asimismo creemos que cualitativamente también debe modificarse la estructura actual. Para ello pensamos en la introducción de tres cambios.

 
El primero esta vinculado a la limitación de la posibilidad de que sean legisladores los representantes del Poder Legislativo. En la norma vigente tal supuesto esta vedado, indicándose taxativamente que únicamente los diputados o senadores están facultados a llevar adelante esa función.


Esta iniciativa habilita a las Cámaras legislativas a designar a otras personas, no integrantes de los cuerpos deliberativos y de acuerdo sus procedimientos internos con respeto de las minorías, para que puedan cumplir la labor de representar al Poder Legislativo.

 
El planteamiento de la cuestión supone un cambio sustancial que lejos de implicar una resignación o delegación de funciones, fortalece y enaltece la función de los legisladores, tanto por la mayor dedicación a su tarea específica cuanto por la mayor responsabilidad en orden a la elección de sus representantes.  


 
En segundo lugar, proponemos que el Presidente de la Suprema Corte de Justicia no presida el Consejo de la Magistratura. El basamento de la pretensión se sustenta en un doble orden de razones. La primera tiene que ver con la discordancia existente entre la rotación anual del cargo dentro del tribunal, con la renovación bianual de los miembros del Consejo. 

 
Por otra parte el cúmulo de las funciones propias que impone llevar adelante tan alta magistratura, sumado a las otras que tiene asignadas  -entre otras la presidencia de la Junta Electoral Provincial y la presidencia del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados-, suponen una necesaria revisión de la cuestión en el sentido de la propuesta que formulamos, donde preservamos la presidencia del Consejo para el miembro del alto tribunal que se designe al efecto.  

 
En tercer lugar propugnamos que los representantes del Poder Ejecutivo no guarden relación de dependencia con la administración central. La implicancia cualitativamente superior que conserva este poder en relación a la elección del candidato al acuerdo, nos indica que resulta inapropiado y contradictorio con la postura que sostenemos de limitar la participación del Poder Ejecutivo en el Consejo permitir que sea un funcionario público el representante de este poder. 

COMENTARIO FINAL

 
Junto con las modificaciones propuestas se incluyen cambios respecto de cuestiones plenamente aceptadas. Entre otras se eleva a dos años después de que concluya el período para el cual fueran electos, la imposibilidad de ser designado magistrado o miembro del Ministerio Público, circunstancia sobre la cual existe un amplio consenso y que simplemente receptamos en el texto de la ley.

 
Nuestro único objetivo, al presentar esta iniciativa, es profundizar un debate en pos de permitir que el Consejo pueda cumplir fielmente su cometido, que por su implicancia decisiva en el sistema de designación de jueces y funcionarios judiciales, tenga una repercusión positiva en la prestación del servicio de administración de justicia que redunde en una mejora apreciable para los bonaerenses, única forma de revalorizar a la justicia como pilar de una sociedad más justa y más democrática.  
